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PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIa: ROSALBA RODRÍGUEZ MIRELES
En atención a lo dispuesto por el artículo 73, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, así como la jurisprudencia 53/2014 de rubro: “PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”.

A continuación se hace público el fragmento del proyecto de sentencia, en el cual se realiza el estudio de constitucionalidad respectivo:

33 A. La libertad fundamental de expresarse. Como es generalmente aceptado, la libertad de expresión es uno de los derechos que radican en el núcleo mismo de un Estado democrático. Testimonio de ello es su consagración en la Constitución Federal en su artículos 6° y 7° en relación con el primero de la norma fundamental, así como en los principales instrumentos internacionales de derechos de los que México es parte, como el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en su numeral 19 o la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13
.
34 Dicha libertad contiene una primera faceta esencialmente negativa e individual, desde la que destaca su condición de derecho que impone al Estado el deber de no interferir en la actividad expresiva de los ciudadanos, y que asegura a estos últimos un importante espacio de creatividad y desarrollo individual [dimensión personal]. Pero la libertad de expresión goza también de una vertiente pública, institucional o colectiva de inmensa relevancia [dimensión colectiva]
. 

35 De hecho, sobre su dimensión individual [es la que interesa] esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que la misma asegura a las personas espacios esenciales para desplegar su autonomía individual. La dimensión individual de la libertad de expresión también exige de un elevado nivel de protección, en tanto se relaciona con valores fundamentales como la autonomía y la libertad personal.

36 De igual modo, que existe un ámbito que no puede ser invadido por el Estado, en el cual el individuo puede manifestarse libremente sin ser cuestionado sobre el contenido de sus opiniones y los medios que ha elegido para difundirlas. Precisamente, la libre manifestación y flujo de información, ideas y opiniones, ha sido erigida en condición indispensable de prácticamente todas las demás formas de libertad, y como un prerrequisito para evitar la atrofia o el control del pensamiento, presupuesto esencial para garantizar la autonomía y autorrealización de la persona.

37 Así se sostuvo en la tesis 1a. CDXX/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Tomo I, Libro 13, Diciembre de 2014, p. 233, que dice:

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIÓN INDIVIDUAL DE ESTE DERECHO FUNDAMENTAL. La libertad de expresión en su dimensión individual asegura a las personas espacios esenciales para desplegar su autonomía individual. Así, se ha establecido que el contenido del mensaje no necesariamente debe ser de interés público para encontrarse protegido. En consecuencia, la dimensión individual de la libertad de expresión también exige de un elevado nivel de protección, en tanto se relaciona con valores fundamentales como la autonomía y la libertad personal. Desde tal óptica, existe un ámbito que no puede ser invadido por el Estado, en el cual el individuo puede manifestarse libremente sin ser cuestionado sobre el contenido de sus opiniones y los medios que ha elegido para difundirlas. Precisamente, la libre manifestación y flujo de información, ideas y opiniones, ha sido erigida en condición indispensable de prácticamente todas las demás formas de libertad, y como un prerrequisito para evitar la atrofia o el control del pensamiento, presupuesto esencial para garantizar la autonomía y autorrealización de la persona
.

38  Tener plena libertad para expresar, difundir y publicar ideas es imprescindible no solamente para poder ejercer plenamente otros derechos fundamentales como el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el derecho de petición o el derecho a votar y ser votado, sino que constituye además un elemento funcional de esencial importancia en la dinámica de una democracia representativa.

39  En efecto: si los ciudadanos no tienen plena seguridad de que el derecho los respeta y protege en su posibilidad de expresar y publicar libremente sus ideas, es imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, atentos al comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, y capaces así de cumplir la función que les corresponde en un régimen democrático. 

40 En otras palabras, cada vez que un tribunal decide un caso de libertad de expresión, está afectando no solamente las pretensiones de las partes en un litigio concreto, sino también el grado al que en un país quedará asegurada la libre circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto, todo ello condición indispensable para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa. 

41 Así lo ha destacado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en numerosos informes, así como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, intérprete primario de instrumentos internacionales que nos vinculan, en casos entre los que destaca la opinión consultiva 5/85. En esta resolución, la Corte Interamericana destacó lo siguiente: 

[…] cuando la libertad de expresión de una persona es restringida ilegalmente, no es sólo el derecho de esa persona el que se está violando, sino también el derecho de los demás de “recibir” información  e ideas. En consecuencia, el derecho protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter especiales, que evidencian por el doble aspecto de la libertad de expresión. Por una parte, requiere que nadie se vea limitado o impedido arbitrariamente de expresar sus propios pensamientos. En ese sentido, es un derecho que pertenece a cada persona. En su segundo aspecto, por otra parte, implica un derecho colectivo a recibir cualquier información y de tener acceso a los pensamientos expresados por los demás.

La libertad de expresión es un elemento fundamental sobre el cual se basa la existencia de una sociedad democrática. Resulta Indispensable para la formación de la opinión pública. También constituye una conditio sine qua non para el desarrollo de los partidos políticos, los gremios, las sociedades científicas y culturales y, en general, de todos los que desean influir al público. En resumen, representa la forma de permitir que la comunidad, en el ejercicio de sus opciones, esté suficientemente informada. En consecuencia, puede decirse que una sociedad que no está bien informada no es verdaderamente libre
”.
42 Esta relación entre libertad de expresión y práctica democrática, así como la idea de que la misma confiere un “plus” a la primera, cuando su ejercicio interactúa con otros derechos y bienes que los órganos jurisdiccionales no pueden obviar, está en el centro de lo que podemos llamar la “teoría estándar de la libertad de expresión”, que es aplicada y salvaguardada por las Cortes Constitucionales de los Estados democráticos y de derecho de nuestro tiempo.

43 Es importante subrayar que el derecho que nuestra Constitución Federal garantiza no es simplemente un derecho a expresarse, sino un derecho a expresarse libremente. La libertad de expresión, en otras palabras, protege al individuo no solamente en la manifestación de ideas que comparte con la gran mayoría de sus conciudadanos, sino también de ideas impopulares, provocativas o, incluso, aquellas que ciertos sectores de la ciudadanía consideran ofensivas. 
44 En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CorteIDH o Corte Interamericana) ha sostenido que el respeto a la libertad de expresión piedra angular de una sociedad democrática
; recordó a su vez que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sostenido que:
[…] la libertad de expresión constituye uno de los pilares esenciales de una sociedad democrática y una condición fundamental para su progreso y para el desarrollo personal de cada individuo. Dicha libertad no sólo debe garantizarse en lo que respecta a la difusión de información o ideas que son recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino también en lo que toca a las que ofenden, resultan ingratas o perturban al Estado o a cualquier sector de la población. Tales son las demandas del pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no existe una sociedad democrática. […] Esto significa que […] toda formalidad, condición, restricción o sanción impuesta en la materia debe ser proporcionada al fin legítimo que se persigue
.

45 Asimismo, la Corte Interamericana ha sostenido que es “lógico y apropiado que las expresiones concernientes a funcionarios públicos o a otras personas que ejercen funciones de una naturaleza pública deben gozar, en los términos del artículo 13.2 de la Convención, de un margen de apertura a un debate amplio respecto de asuntos de interés público… Esto no significa, de modo alguno, que el honor de los funcionarios públicos o de las personas públicas no deba ser jurídicamente protegido, sino que éste debe serlo de manera acorde con los principios del pluralismo democrático”; ello en razón de que  las autoridades se han expuesto voluntariamente a un escrutinio público más exigente y, consecuentemente, se ven expuestas a un mayor riesgo de sufrir críticas pues sus acciones se insertan en el dominio público y abandonan la esfera privada
.
46 La libertad de expresión es, en muchos sentidos, un derecho al disenso, y esta dimensión dota de pleno sentido al hecho de que la Constitución Federal la consagre como un derecho fundamental que, como es sabido, es una figura jurídica cuya razón de ser es la salvaguarda del individuo frente a la decisión de las mayorías. Los derechos tienen por naturaleza un carácter contramayoritario que obliga a desvincular su contenido y alcance protector de las opiniones y determinaciones tomadas por las mayorías en un cierto momento histórico.
47 B. Restricciones a la libertad fundamental de expresarse. Lo anterior no significa que la libertad de expresión no tenga límites. Como otros derechos, no son libertades ilimitadas. La Constitución Federal y las normas internacionales realiza una enumeración explícita de cuáles son sus restricciones. 

48 Al respecto, es digno de ser destacado que el contenido del texto constitucional obliga claramente a hacer una interpretación estricta de tales restricciones.  Así, el artículo 6° tiene una redacción que privilegia y destaca la imposibilidad de someter la manifestación de ideas a inquisiciones de los poderes públicos, mientras que las limitaciones al derecho se presentan como excepción a un caso general, las cuales son cuando se ataque la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público.

49 En la redacción del artículo 7°, la intención de contener dentro de parámetros estrictos las limitaciones a la libertad de expresión, es todavía más clara: así, se dice que la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia es “inviolable”, y que “ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límite que, se insiste, el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. Las expresiones subrayadas, son claramente indicativas de la importancia que el Constituyente atribuyó a consagrar del modo más enérgico la libertad de expresión y someterla a límites tasados y directamente especificados por la Constitución Federal.

50 No hay duda de que el legislador puede dar especificidad a los límites a las libertades de expresión contemplados de manera genérica en la Constitución, y de que el Código Penal no puede ser, prima facie, excluido de los medios de los que puede valerse a tal efecto. Sin embargo, tampoco es dudoso que la labor del legislador penal debe poder cohonestarse en todos los casos con unas previsiones constitucionales que no dan carta blanca a las autoridades públicas a la hora de desarrollar y concretar los límites a los mismos, sino que les obligan a examinar de modo muy cuidadoso los casos en que la libertad de expresión entra en conflicto con bienes jurídicos o derechos que la Constitución configura como límites a la misma y a ponderar sus diversas exigencias. De lo contrario, se pondría en riesgo el carácter supralegal de los derechos fundamentales y se otorgarían atribuciones extraordinarias al legislador ordinario, representante de ciertas mayorías históricas y, por ende, contingentes.
51 Toda actuación legislativa que efectúe una limitación al derecho de libre expresión, con la pretensión de concretar los límites constitucionales previstos debe, por tanto, respetar escrupulosamente el requisito de que tal concreción sea necesaria, proporcional y por supuesto compatible con los principios, valores y derechos constitucionales. 
52 El cumplimiento de estos requisitos es especialmente importante cuando dichos límites son concretados mediante el derecho penal que, como es sabido, es el instrumento de control social más intenso con el que cuenta el Estado, lo cual exige que su uso esté siempre al servicio de la salvaguarda de bienes o derechos con protección constitucional clara. 

53 Será obligado, pues, considerar constitucionalmente ilegítimas aquellas determinaciones legislativas que afecten el ejercicio del derecho a la libre expresión de un modo que demuestre claramente que el legislador se ha apartado de su obligación de equilibrar de una manera proporcionada las exigencias que derivan de este derecho, con las exigencias de resguardar los bienes y derechos mencionados, por vía de limitación, en los artículos 6° y 7° de la Constitución, cuyo alcance, hay que subrayarlo también, debe delimitarse a la luz de la totalidad de las disposiciones constitucionales.   
54 Así como parámetro para establecer cuándo una norma es inconstitucional, esta Primera Sala en el amparo en revisión **********
 estableció que los artículos 13, inciso 2 de la Convención Americana y 19, inciso 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, prevén como límites del derecho a la libertad de pensamiento y expresión –del cual forma parte el derecho a la información: (i) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, y (ii) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud a la moral pública. 

55 Asimismo, en esa sentencia se recordó que en su interpretación del artículo 13, inciso 2, la CorteIDH ha establecido que para que una restricción sea compatible con la Convención debe cumplir con el siguiente test tripartito:

· Establecida por ley. La palabra ley no puede entenderse en otro sentido que el de ley formal, es decir, norma jurídica adoptada por el órgano legislativo y promulgada por el Poder Ejecutivo, según el procedimiento requerido por el derecho interno de cada Estado, dictada por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas. 

· Fin legítimo. El objetivo de la restricción debe ser de los permitidos por la Convención, esto es, la protección de los derechos o reputación de los demás, la seguridad nacional, el orden público y la salud o moral públicas.

· Necesidad en una sociedad democrática. La restricción debe estar orientada a satisfacer un interés público imperativo. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido. No es suficiente que se demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u oportuno; es decir, la restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y debe ser conducente para alcanzar el logro de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho en cuestión
.
56 Asimismo, en la citada resolución se estableció que las restricciones al derecho a la libertad de expresión e información debe ser idónea para alcanzar el objetivo imperioso que pretende lograr y estrictamente proporcional a la finalidad perseguida. Entre distintas opciones para alcanzar dicho objetivo, se debe escoger la que restrinja en menor medida el derecho. Específicamente, en relación con el requisito de proporcionalidad, cualquier restricción a la libertad de expresarse en poder de autoridades estatales debe demostrar que las palabras expresadas efectivamente amenazan con causar un perjuicio sustancial al objetivo legítimo perseguido y demostrar que el perjuicio a dicho objetivo es mayor que el interés público de expresar libremente las ideas
.
57 De igual modo, se precisó que debido a la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática el Estado debe minimizar las restricciones a la circulación de la información o de expresión de ideas. Por tanto, cualquier restricción a la libertad de expresión que se oriente al contenido de la expresión y no solo a la forma, tiempo y lugar de la expresión, debe considerarse sospechosa y sujetarse a un escrutinio constitucional estricto. 

58 Asimismo, se sostuvo que debido a la importancia de la libertad de expresión en una sociedad democrática y la elevada responsabilidad que entraña para quienes ejercen profesionalmente labores de comunicación social
, tal como se destacó en el anterior capítulo, el Estado debe minimizar las restricciones a la circulación de la información. Por tanto, sostuvo esta Primera Sala, cualquier restricción a la libertad de expresión y al acceso a la información que se oriente al contenido de determinada información (content-base)
 y no sólo a la forma, tiempo y lugar de la expresión, debe considerarse sospechosa y sujetarse a un escrutinio constitucional estricto. 

59 Del mismo modo, se sostuvo que las limitaciones respectivas deben cumplir los requisitos genéricos para la validez de las limitaciones a derechos fundamentales, consistentes básicamente en la reserva de ley, el fin legítimo y la necesidad de la medida
. 
60 Para ello, en la citada resolución se adujo que la Corte Interamericana ha sostenido que siendo el derecho penal el medio más restrictivo y severo para cumplir los objetivos que se persigan, su uso únicamente es legítimo solo cuando se cumpla con el principio de mínima intervención. De este modo, el poder punitivo solo debe ejercerse en la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro
.

61 Derivado de ello, se concluyó que la aplicación de medidas penales debe ser evaluada con especial cautela y para analizar si su uso es legítimo o no, deben ponderarse la extrema gravedad del abuso de la libertad de expresión bajo estudio, el dolo del acusado –es decir el grado de conocimiento y de voluntad que dicha persona tenía para producir la afectación–, la magnitud y las características del daño que el abuso produjo y demás datos que permitan mostrar la existencia de una absoluta necesidad de utilizar, en forma verdaderamente excepcional, medidas penales
.

62 Ahora bien, cuando el ejercicio de escrutinio constitucional se focaliza en el derecho penal y el objeto de control es una norma que tipifica una conducta a la que se le reclama criminalizar cierto discurso –la expresión, manifestación u obtención de ideas o información–, lo anteriormente expuesto se concretiza finalmente en un estándar de revisión específico de taxatividad apto para garantizar el contenido nuclear del derecho de acceso a la información y de libertad de expresión.
63 Derivado de ello, en la citada sentencia para determinar la inconstitucionalidad del numeral que se examinó –artículo 398 bis del Código Penal del Estado de Chiapas- se aplicó el citado test, como parámetro para establecer la inconstitucionalidad de un artículo en particular.

64 C. El principio de necesidad de la intervención penal relacionado, a su vez, con el carácter subsidiario, fragmentario y de última ratio del Derecho penal
. De acuerdo al principio de subsidiariedad “se ha de recurrir primero y siempre a otros controles menos gravosos existentes dentro del sistema estatal antes de utilizar el penal”
; según el principio de última ratio “el Estado solo puede recurrir a él cuando hayan fallado todos los demás controles” y  finalmente, en virtud del principio de fragmentariedad el Derecho penal solamente puede aplicarse a los ataques más graves frente a los bienes jurídicos.
65 En efecto, el derecho penal se enmarca en el principio de mínima intervención, según el cual, el ejercicio de la facultad sancionatoria criminal debe operar cuando los demás alternativas de control han fallado. Esta preceptiva significa que el Estado no está obligado a sancionar penalmente todas las conductas antisociales, pero tampoco puede tipificar las que no ofrecen un verdadero riesgo para los intereses de la comunidad o de los individuos.
66 La decisión de criminalizar un comportamiento humano debe ser la última de las decisiones posibles en el espectro de sanciones que el Estado está en capacidad jurídica de imponer, y entiende que la decisión de sancionar con una pena, que implica en su máxima drasticidad la pérdida de la libertad, es el recurso extremo al que puede acudir el Estado para reprimir un comportamiento que afecta los intereses sociales. En esta medida, la jurisprudencia legitima la descripción típica de las conductas solo cuando se verifica una necesidad real de protección de los intereses de la comunidad. De allí que el derecho penal sea considerado por la jurisprudencia como la última ratio del derecho sancionatorio
.
67 Estos axiomas desarrollan el principio de mínima intervención, según el cual, el ejercicio de la facultad sancionatoria criminal debe operar cuando los demás alternativas de control han fallado. En este sentido, el derecho penal debe ser un instrumento de última ratio para garantizar la pacífica convivencia de los asociados, previa evaluación de su gravedad y de acuerdo a las circunstancias sociales, políticas, económicas y culturales imperantes en la sociedad en un momento determinado
.
68 C. Análisis del artículo en particular. Una vez que se ha explicado el derecho fundamental a expresarse, cuáles son sus dimensiones y restricciones, el test bajo el cual debe estudiarse una restricción al mismo para estimar que ésta sí es constitucional y convencional, así como lo que debe entenderse por principio de mínima intervención o última ratio del derecho penal, ahora examinaremos a detalle el artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal, pues dicho estudio pondrá en evidencia por qué se afirma que éste no es constitucional.

69  El artículo impugnado establece lo siguiente: 
Artículo 287. Al que ultraje a una autoridad en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, se le impondrán de seis meses a dos años de prisión y multa de veinte a cien días multa
.
70 Para esta Primera Sala es claro que el artículo analizado impone a todas una limitación al derecho a expresarse libremente –a todas las personas–, pues define como conducta generadora de responsabilidad penal el hecho de ultrajar a una autoridad que significa zaherir, ofender o insultar de palabra o verbalmente [maltratar o tratar mal con el ánimo de humillar] a un funcionario en ejercicio o con motivo de sus funciones, pues restringe las ideas que desean expresarse [el vocabulario elegido] respecto a una autoridad, o bien, las funciones que ésta realiza.
71 En consecuencia, corresponde a esta Sala verificar si la limitación al derecho cumple con las exigencias constitucionales y convencionales precisadas en el capítulo anterior. 

Establecida por la Ley

72 Es evidente que la restricción antes examinada está contemplada en la ley, en particular en el artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal, cuyo examen es objeto del presente asunto.

Fin legítimo

73 En cuanto a la finalidad perseguida con la norma impugnada, esta Primera Sala observa que la restricción de la medida persigue un fin legítimo, pues pretende salvaguardar, como prima facie, a las autoridades en el ejercicio de sus funciones o las funciones derivadas de ellas, en particular, la institución que representan, asimismo, intenta tutelar el honor del funcionario y el orden público.
74 Es importante destacar que una de las razones por las cuales se tipificó la conducta de ultrajes como delito y también posteriormente derivó a que se agravara su penalidad por reforma publicada el primero de junio de dos mil doce, fue que el legislador estimó que los ciudadanos tienen la obligación de respetar a las autoridades, por lo que consideró que los mismos no deben realizar en su contra conductas agresivas o denigrantes que puedan menoscabar la integridad física y moral de quienes tienen la función de desempeñar un cargo de autoridad. 

75 Para ello, el legislador tomó en consideración un contexto que estimó generalizado en el cual los ciudadanos difícilmente respetan a las autoridades en el ejercicio de sus funciones o las que deriven de ella, como sucede en operativos como el alcoholímetro, o bien, en tratándose de accidentes de tránsito; ámbito éste, dijo en dicha ocasión el legislador es cada vez mayor las faltas de respeto [agresiones verbales] contra dichos funcionarios, impidiéndoles, incluso el ejercicio de función, por lo que estimó que la pena debía ser mayor con la finalidad de corregir este tipo de actos que son, dijo, antijurídicos
.

76 Pues bien, a pesar de que lo anterior pudieran ser finalidades legítimas a la luz de la Constitución Federal y los tratados internacionales antes examinados, no por ello puede conducirnos de manera inevitable a considerar el derecho penal es la vía idónea, única necesaria y proporcional para lograr lo anterior, es decir, para evitar su reincidencia, sancionarlas o menos aún para estimarlas como delictivas. 

77 En este paso, se podría concluir solamente que la finalidad perseguida por el legislador pudiera ser compatible con la Constitución Federal y los citados estándares internacionales; sin embargo, ello, por sí solo, es insuficiente para estimar que el requisito de necesidad e idoneidad de la medida se tenga por satisfecho.

 Necesaria en una sociedad democrática. 

78 En efecto, un examen efectuado al numeral en cuestión permite concluir para esta Primera Sala que el artículo analizado es la medida más lesiva contra el ciudadano que decide expresar sus ideas a través de ultrajar a la autoridad, pues sanciona con privación de la libertad esa expresión de ideas, sin que ello esté verdaderamente justificado o sea necesario en una sociedad democrática, dado el bien jurídica que intenta proteger. 
79 En efecto, el artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal, tiene la intención de castigar una conducta protegida constitucionalmente –libertad de expresión– en un ámbito material que conforma un discurso protegido de manera cualificada, puesto que dicho numeral sanciona la expresión de ideas impopulares, provocativas y que para ciertos sectores de la ciudadanía pueden considerarse ofensivas contra funcionarios en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, a pesar de que esas expresiones también están protegidas como se dijo anteriormente.
80 Con motivo de ello, esta Primera Sala estima que dicha norma tiene un impacto en la libertad de expresión, que por su propia naturaleza es de interés social, que se estima innecesario pues contraviene el carácter de ultima ratio. El derecho penal, como se dijo, es el medio más restrictivo y severo para establecer responsabilidades sobre una conducta. 

81 La tipificación del delito de ultraje a la autoridad, resulta contraria al principio de intervención mínima y de ultima ratio del derecho penal, debido a que la restricción al derecho a expresarme libremente en este artículo en concreto, en realidad, no está orientada a satisfacer un interés público imperativo, o bien, a proteger ataques graves que dañen o pongan en peligro bienes jurídicos fundamentales, que de suyo justifiquen constitucional y convencionalmente la intervención penal del Estado para restringir el derecho de todo ciudadano a expresar libremente sus ideas y pensamientos.

82 Como ya se dijo, la propia Corte Interamericana ha establecido que en una sociedad democrática el poder punitivo del Estado, el cual es el más severo de todos, solo debe ejercerse en la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro. Lo contrario, se insiste, podría conducir al ejercicio abusivo del poder punitivo del Estado.

83 Esta Primera Sala considera que en este caso particular, el derecho penal no es la vía más adecuada y única para sancionar una expresión que pudiera ser lesiva a las autoridades en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, así como la institución que representan, o bien, el honor del funcionario y el orden público en el supuestos de que éste sea la razón por la cual dicha conducta deba ser sancionada con pena privativa de libertad. Evidencia de ello, podría constituir el recién aprobado Reglamento de Tránsito del Distrito Federal que en su artículo 59, fracción I, literal e) en donde señala que cuando una persona insulte o denigre a alguno de los agentes puede proceder con su remisión ante un Juez Cívico. 

84 Lo anterior pone de manifiesto que existen vías distintas, como la administrativa, que pueden utilizarse eficazmente para perseguir los fines legítimos de proteger, en el caso, el debido funcionamiento de una institución, la honra de las autoridades y de mantener el orden público en una situación como la señalada por los propios legisladores. Por el contrario, como se puede observar, el uso del derecho penal, en un caso como del artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal, resulta excesivo para perseguir tales fines.

85 No se puede pretender sancionar con la medida más severa las expresiones de los gobernantes, ya sean, impopulares, provocativas o, incluso, aquellas que ciertos sectores de la ciudadanía consideran ofensivas, dirigidas a expresar su inconformidad contra los actos de autoridad o con motivo de ellas, o bien, expresiones que pudieran ofender a los funcionarios públicos, pues como ya se destacó, dicha enunciación contraviene, por las razones expuestas, el parámetro de regularidad constitucional y convencional referido.
86 Incluso, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en sus informes de 1994 y 2000 sobre las leyes de desacato que implicaban sancionar conductas dirigidas a funcionarios públicos por considerarlas ofensivas, sostuvo que violan el derecho humano a la libertad de expresión, tutelado en numerosos instrumentos internacionales, entre ellos la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
87 Asimismo, adujo que las organizaciones internacionales y las organizaciones no gubernamentales de todo el mundo han expresado en forma uniforme la necesidad de abolir estas leyes, que limitan la libertad de expresión al castigar las expresiones que pudieran ofender a los funcionarios públicos. Al silenciar ideas y opiniones, se restringe el debate público, fundamental para el efectivo funcionamiento de una democracia.  A pesar, sostuvo la Comisión, de que la condena casi universal a estas leyes, continúan existiendo en una u otra forma en por lo menos 17 Estados de las Américas. Además, muchos de éstos y otros Estados siguen utilizando leyes sobre delito de difamación, injuria y calumnia, que con frecuencia se utilizan, en la misma forma que las leyes sobre desacato, para silenciar a quienes critican a las autoridades. 
88 Ahora bien, si lo que el artículo en cuestión pretendía penar es la oposición por medio de violencia por parte de los gobernantes, para que la autoridad ejerza algunas de sus funciones legalmente establecidas, o bien, la resistencia de algún particular del cumplimiento de algún mandato que satisfaga los requisitos legales, para ello existe otro tipo penal que podría ser más específico en el propio ordenamiento, a saber, el artículo 282 del Código Penal para el Distrito Federal
.
89 Es importante destacar, que la presente resolución no valida de modo alguno, las agresiones físicas que pudieran realizarse contra las autoridades con motivo o en ejercicio de sus funciones, así como tampoco que esta Corte comparta o aplauda las agresiones verbales contra un funcionario. Solo que, tocante al primer punto, se estima que ello puede ser motivo de diverso delito, a saber, el de lesiones, previsto en el artículo 130 del citado Código Penal para el Distrito Federal, no el de ultrajes, y en cuanto al segundo aspecto, como se dijo, existen medios menos lesivos a través de los cuales tales conductas pueden ser sancionadas y corregidas.
90 Esta Primera Sala llega a la conclusión de que no se puede sancionar penalmente la conducta descrita en el artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal, en donde las personas serán condenadas a una pena de seis meses a dos años de prisión, y multa de veinte a cien días, puesto que tal numeral permite recluir [prisión] al autor de palabras impopulares, provocativas u ofensivas [altisonantes] y contar con antecedentes penales, solo porque emitió expresiones de ese tipo a una autoridad con motivo o en el ejercicio de sus funciones. 
91 Esto pone en evidencia, que el artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal, en realidad, posibilita la sanción de conductas que no pueden relacionarse con la necesidad de evitar perturbaciones al orden o a la paz pública, ni de evitar que la gente incite a la comisión de delitos, ni con la necesidad de proteger la moral y los derechos de los terceros.
92 Lo anterior demuestra que el legislador no ponderó adecuadamente los elementos constitucionales relevantes y, en concreto, la necesidad de equilibrar los límites constitucionales a la libertad de expresión con el ejercicio verdaderamente libre de la misma. De ahí que, esta Primera Sala si bien no aplaude tales conductas, tampoco estima que sea la vía penal la medida adecuada, necesaria, proporcional e idónea para sancionarla.

93 Además de lo anterior, en un caso como este el uso de expresiones impopulares, provocativas u ofensivas, aunada a la posible imposición de una pena desproporcionada, tendría un efecto especialmente negativo sobre el ejercicio de la libertad de expresión, con independencia de los defectos que puedan atribuírselo desde la perspectiva de las exigencias del principio de legalidad en materia penal. 

94 Si los ciudadanos de este país abrigan algún tipo de duda acerca de si su comportamiento puede o no ser incluido por las autoridades bajo la amplia noción de “ultraje” a la autoridad, renunciarán, por temor, a ejercer su derecho a la libre expresión del modo desenvuelto que es propio de una democracia consolidada y se refugiarán en la autocensura, de ahí que el mismo sea considerado inconstitucional.

95  La pretensión del legislador de imponer, mediante un instrumento que en un Estado democrático es siempre, se insiste, de ultima ratio —el derecho penal—, expresiones como las expuestas por la ahora quejosa contra determinados actos de autoridad, desconoce la libertad fundamental de expresar ideas que en dicho ámbito les atribuye la Constitución Federal y los tratados internacionales antes comentados. De ahí que esta Primera Sala considere que el artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal debe considerarse violatorio de la libertad de expresión. 

VII. DECISIÓN

96 Por las razones anteriores, esta Primera Sala determina que el pronunciamiento del Tribunal Colegiado sobre la constitucionalidad del artículo 287 del Código Penal para el Distrito Federal fue incorrecta, pues el mismo sí es inconstitucional ya que limita el derecho a la libertad de expresión, sin que dicha restricción sea necesaria para una sociedad democrática.
� Tales numerales, respectivamente dicen:





Artículo. 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.





Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.





Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.





Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.





Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.





Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.





Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.


[…]





Artículo 7o. Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier medio. No se puede restringir este derecho por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares, de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios y tecnologías de la información y comunicación encaminados a impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones.





Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la libertad de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el primer párrafo del artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, opiniones e ideas, como instrumento del delito.





Artículo 19


1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.





2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.





3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:


 a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;


 b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.





Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión


 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.


 


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:


 a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o


 b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.





3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.





4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.





5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.





� Ver jurisprudencia constante de la Corte Interamericana en relación con la libertad de expresión: Cfr. Corte IDH. Caso ********** Vs. **********. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219,  párrs. 106 y 107. Corte I.D.H., Caso **********. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 91. Caso ********** vs. **********, sentencia del 2 de mayo de 2008. Corte IDH, Caso ********** vs. **********. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2011. Serie C No. 238. 


   Asimismo, es aplicable, por analogía, la tesis de jurisprudencia 25/2007 del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 1520 del Tomo XXV (mayo de 2007) del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIÓN DE SU CONTENIDO”.


� Amparo directo en revisión **********. **********. 22 de octubre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Bárcena Zubieta.


� Opinión consultiva de trece de noviembre de mil novecientos ochenta y cinco (OC-5/85, Serie a, número 5, párrafos 30 y 70).


� Corte IDH. Caso ********** Vs. **********. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73. Párr. 68. 


� Corte IDH. Caso ********** vs. **********. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Párr. 113.


� Ibíd, Párrs. 128 y 129. 


� Resuelto en sesión de veinte de mayo de dos mil quince. mayoría de tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Olga Sánchez Cordero de García Villegas quien se reservó el derecho de formular voto concurrente y Presidente y Ponente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. En contra de los emitidos por los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes se reservaron su derecho de formular voto particular.


� Cfr. Corte IDH. Caso **********. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. párr. 89, 90 y 91.


� Cfr. Corte I.D.H., Caso **********. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 91 y CIDH. Informe Anual 2009. OEA/Ser.L/V/II.Doc.51, 30 de diciembre de 2009, Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo IV, párr. 53.


� Cfr. Corte IDH, Caso ********** Vs. **********. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2011. Serie C No. 238, párr.  45.


� En similar sentido se han pronunciado otros tribunales en derecho comparado.  Cfr. inter alia, **********  V. **********, 502 US 105 (1991), ********** v. **********, 408 US 92, 95 (1972). ********** v. **********, 422 US 205, 208–12 (1975); ********** v. **********, 435 US 765  (1978) ; ********** v. **********, 447 US 455  (1980) ; ********** v. **********, 453 US 490  (1981) ********** v. **********, 454 US 263  (1981) ; ********** v. **********. ,468 US 641  (1984).


� Véanse las siguientes tesis: P./J. 130/2007, registro de IUS 170740, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 8, de rubro: “GARANTÍAS INDIVIDUALES. EL DESARROLLO DE SUS LÍMITES Y LA REGULACIÓN DE SUS POSIBLES CONFLICTOS POR PARTE DEL LEGISLADOR DEBE RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD JURÍDICA”;  1a./J. 2/2012, registro de IUS 160267, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro V, febrero de 2012, tomo 1, página 533, de rubro: “RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS”, y 1a. CCXV/2013, registro de IUS 2003975, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XXII, julio de 2012, tomo 1, página 557, de rubro: “DERECHOS HUMANOS. REQUISITOS PARA RESTRINGIRLOS O SUSPENDERLOS CONFORME A LOS ARTÍCULOS 1o. DE LA CONSTITUCIÓN .POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 30 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS”.


� Cfr. Corte IDH, Caso ********** vs. **********, sentencia del 2 de mayo de 2008, párr. 71 y 76.


� Idem, párr. 78.


� BUSTOS RAMÍREZ, Juan: Lecciones de Derecho Penal, Trotta, Madrid, 1997, pp. 65. 


� BUSTOS RAMÍREZ, Juan, op. cit., p. 66. En similar sentido ROXIN, Claus: Derecho penal, Parte general I (traducción de Diego-Manuel LUZÓN PEÑA, Miguel Díaz y García Conlledo, y de Javier de Vicente Remesal), Madrid, Civitas, 1997, pp. 49; JESCHECK, Hans-Heinrich / WEIGEND, Thomas: Tratado de Derecho penal, Parte general (traducción de Miguel Olmedo Cardenete), Granada, Comares, 2002, pp. 56.


� En similar sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional de Colombia en las Sentencias Constitucional ********** y **********.


� Ídem, **********.


� Antes de la reforma de 01 de junio de 2012 el citado numeral establecía penas de semilibertad pues decía: “Artículo 287. Al que ultraje a una autoridad en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, se le impondrá de noventa a ciento ochenta días de semilibertad”.


�  En efecto, de la exposición de motivos publicada el 29 de noviembre de 2011 en la Gaceta Parlamentaria de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, se obtiene que el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional al exponer los motivos del por qué consideró que debían agravarse las penas respecto al delito de ultrajes a la autoridad, así como el de desobediencia y resistencia de particulares sostuvo: 





En el mes de agosto del presente año, fueron cometidos en agravio de elementos de seguridad pública local actos por los cuales fueron agredidos verbal y físicamente por dos mujeres en estado de ebriedad, en Polanco. Además de dirigirse de manera discriminatoria contra ellos se retiraron sin ser sancionadas legalmente por su conducta, pese ser observadas y haber sido grabadas con una cámara de video, cuya filmación fue publicada en las redes sociales lo que ha hecho que se convierta en los últimos días en un tema de interés público y que deja a la luz una serie de ineficiencias dentro del sistema punitivo de la Ciudad. Los elementos de los cuerpos de seguridad pública tienen como función ser garantes de la seguridad en términos de los dispuesto por la Constitución y las leyes especiales en su caso de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2 de la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal, el que señala que la seguridad pública, como servicio que presta el Estado, en el marco de respeto a las garantías individuales, tiene por objeto mantener el orden público, proteger la integridad física de las personas y sus bienes, prevenir la comisión de delitos, auxiliar a la población en casos de siniestros, entre otras cosas. 





Sin embargo, esta función tendrá que inscribirse dentro del marco de las garantías individuales y los derechos humanos como lo es el artículo 16 de la Ley de Seguridad Pública local, donde los principios normativos que rigen a los cuerpos de seguridad pública, deberán observar  invariablemente en su actuación el servicio a la comunidad, la disciplina, el respeto a los derechos humanos, y la legalidad. De forma adicional el actuar de los elementos de seguridad debe apegarse a lo que señala el artículo 17 del mismo  ordenamiento; de ese modo, observamos que sus conductas deben ser de conformidad con el marco legal con la finalidad de respetar a los ciudadanos tanto en sus esfera personal como jurídica. Por lo tanto, es obligación de los ciudadanos permitir el correcto ejercicio de las funciones y de la actuación de las autoridades siempre que estas cumplan con los requisitos mencionados y se deriven del cumplimiento de un mandato legal, puesto que, debemos recordar que en el caso de los elementos de seguridad estos no actúan derivado de una facultad potestativa sino que se encuentran bajo el mando de un superior jerárquico de quien reciben órdenes. 





El Código Penal para Distrito Federal contiene un título especial en el cual tipifica los delitos contra el servicio público cometidos por particulares dentro de los que se encuentran descritas las dos conductas que son objeto de esta iniciativa: en primer lugar, el delito de desobediencia y resistencia de particulares, y en segundo, el delito de ultrajes a la autoridad, previstos en los artículos 282 y 287 respectivamente.





[…]  El segundo de los ilícitos es el que se encuentra tipificado en el artículo 287 y se denomina “ultrajes a la autoridad”, el cual se configura cuando se ultraje a una autoridad en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, y para el cual el Código Penal prevé una pena de noventa a ciento ochenta días de semilibertad.





En este sentido, reconocemos que los ciudadanos tenemos la obligación de respetar a las  autoridades y no podemos realizar en su contra conductas agresivas o denigrantes que puedan menoscabar la integridad física y moral de quienes tienen la función de desempeñar un cargo de autoridad. En el caso particular de los elementos de los cuerpos de seguridad la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal establece en su artículo 40 los derechos de los mismos dentro de los cuales se prevé en la fracción tercera que será un derecho el recibir el respeto y la atención de la comunidad para la que sirven.





En la actualidad y con los acontecimientos recientes nos damos cuenta que las sanciones previstas para la conductas tipificadas, no cumplen con la finalidad de desincentivar en los ciudadanos la comisión de conductas de falta de respeto a la autoridad, por lo que consideramos necesario que se reformen los citados tipos penales para que se cumpla con el objetivo previsto por el derecho penal que es sancionar y corregir las conductas antijurídicas que se generen dentro de la sociedad para que por medio de la pena impuesta se inhiba en el sujeto, la comisión de delitos.





Visto lo anterior y atento a que el derecho debe ir en forma progresiva al delito para combatirlo y sancionarlo, procurando la justicia y seguridad de los ciudadanos, se propone reformar los artículos 282 y 287 del Código Penal para el Distrito Federal con la finalidad de adaptar las sanciones a las nuevas circunstancias que se presentan para así lograr inhibir las conductas contrarias a la ley cometidas por los ciudadanos. Con base a las facultades que la ley confiere a los diputados a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, presento esta iniciativa para reformar los artículos 282 y 287 del Código Penal para el Distrito Federal y modificar las sanciones que en dicho ordenamiento.





[…]





En el caso del delito de ultrajes a la autoridad, que se contempla en el artículo 287 del Código Penal local, la reforma consiste en agravar la sanción prevista aumentando la pena en una tercera parte de lo que actualmente se establece, lo que daría como resultado el imponer una pena de ciento veinte días a doscientos cuarenta días de semilibertad. En este sentido, es pertinente que se mantenga el tipo de pena que se impone por el delito, es decir, la semilibertad que según el artículo 35 del Código Penal local implica alternación de períodos de libertad, y privación de la libertad, se impondrá y cumplirá, según las circunstancias del caso, en las modalidades previstas por el mismo numeral.


[…].





� Tal numeral dispone:


Artículo 282. Se le impondrá de seis meses a tres años de prisión al que por medio de la violencia física o moral, se oponga a que la autoridad pública o sus agentes ejerzan alguna de sus funciones en forma legal, o resista el cumplimiento de un mandato que satisfaga todos los requisitos legales.
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